Someto a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de decreto que REFORMA la fracción III del artículo 3 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; la fracción III, inciso a) y c)  y la fracción VI del artículo 36; el artículo 40; el artículo 41; las fracciones V y VI del artículo 42; la fracción IV del artículo 43; la fracción I y el párrafo primero de la fracción II del artículo 47; el artículo 52; párrafo segundo del artículo 60; la fracción  XLVII del artículo 89 y párrafo primero del artículo 201; y ADICIONA el párrafo primero de la fracción III del artículo 3 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, el párrafo tercero del artículo 11; la fracción VII, numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14 del artículo 36; párrafo segundo de la fracción III del artículo 47; las fracciones I, II, III del artículo 52; la letra C y las fracciones I, II, III, IV, V y VI del artículo 52 bis; el artículo 53 bis; el artículo 53 bis 1; las fracciones XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXI y XXII del artículo 54; párrafo segundo del artículo 59;  el artículo 65 bis; el artículo 65 bis 1; el artículo 70 bis; la fracción LV del artículo 89; las fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII y XIV del artículo 201; las fracciones VI y VII del artículo 368 y los incisos a), b) y c) del artículo 392 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Puebla, la cual se fundamenta y motiva bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En los momentos actuales es difícil hablar de democracia plena en nuestro país, pues no se trata de abolir las instituciones de la democracia existente y los procedimientos electorales, sino de perfeccionarlos, para que haya elecciones auténticamente libres y equitativas, en donde los partidos políticos nacionales y estatales puedan tener derecho a participar en la elección para elegir Gobernador, Diputados Locales y Presidentes Municipales, en condiciones de equidad e igualdad de circunstancias, como lo estamos haciendo con este paquete de reformas que proponemos al pleno; sin embargo, esto no será posible sin la participación profesional de los medios de comunicación, del Congreso  Local y de los órganos electorales del Instituto Electoral del Estado de Puebla. 
Recordemos que en los procesos electorales federales llevados a cabo mediante las reformas de 1977, 1989 y 1993, se produjeron avances muy importantes, entre los que destacaron: el registro condicionado a los partidos, la fiscalización, el sistema de prerrogativas y el establecimiento de los diputados de representación proporcional, los cuales contribuyeron a la creación de un sistema de partidos plural,  pero pese a ello, el sistema electoral siguió controlado por el Poder Ejecutivo Federal, quien mantuvo el dominio en la organización electoral que le aseguraba la mayoría en el Congreso de la Unión y en las Legislaturas de los Estados, en virtud de que en aquella época los partidos de oposición  tenían que ver muy poco con la organización de las elecciones.  

En la reforma constitucional del año 1997, se introdujeron cambios sustanciales a la Ley Electoral Federal, entre esos cambios destacaron: la consolidación del Instituto Federal Electoral, la creación del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y  apareció 
un sistema de financiamiento público que pretendía fortalecer a los partidos políticos y evitar que el financiamiento de la política pudiera hacerse fuera de la Ley, lo cual sólo se podía lograr mediante auditorías e informes a los partidos; estos cambios modificaron tanto la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las Constituciones de los Estados, el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales y las Legislaciones Electorales de los Estados. Cabe señalar que durante ese tiempo el presidente perdió la mayoría en la H. Cámara de Diputados, dando lugar al pluralismo del que hoy gozamos, el cual inició precisamente en los Estados del país.  
Con  la reforma electoral del 2000, se obtuvo la credibilidad de la limpieza en el proceso electoral, y en particular, la imparcialidad de las autoridades encargadas de organizar las elecciones. Siendo este un paso muy importante en la democracia de México, toda vez que el Instituto Federal Electoral se consolidó como un órgano imparcial capaz de celebrar cualquier proceso electoral. Precisamente en este periodo se permitió la alternancia en el Poder Ejecutivo Federal, la elección directa del Jefe de Gobierno del Distrito Federal, y por supuesto, los avances de los partidos políticos de oposición en el Congreso de la Unión, en las Legislaturas de los Estados y en los Municipios de todo el país. 
Todos estos aspectos significaron la consumación de un proceso que se inició con la liberalización de la política de un régimen que permaneció décadas en el poder y que conllevó un cambio paulatino en la geografía electoral, pero sobre todo fue resultado de la presión de los partidos de oposición, de la sociedad en su conjunto y de la flexibilidad del régimen para democratizar las instituciones electorales. 

En las últimas elecciones del 2004 que se celebraron en el Estado de Puebla, se pudo  comprobar las deficiencias en nuestro Código Electoral, a pesar de haber tenido grandes reformas que fueron fundamentales en la transición de la democracia; sin embargo, esos cambios no han sido suficientes, porque no han podido cristalizar los principios de austeridad, equidad, protección del interés público, participación de los ciudadanos en los procesos electorales, transparencia, prevención de la corrupción, rendición de cuentas en los partidos políticos y hacer perdurable un sistema de partidos acorde con los tiempos democráticos que se viven hoy en día, sobre todo para tratar de evitar los fraudes electorales y los conflictos poselectorales que podrían tener graves consecuencias políticas para el Estado de Puebla. 
Por ello, todos los partidos de oposición, organizaciones sociales y los ciudadanos hemos insistido en que es necesario ir a fondo en una reforma electoral integral que contemple dichos principios, pues de no llevarse acabo una reforma electoral como la que se propone ante esta soberanía, se podría desvirtuar la democracia, poner en riesgo la capacidad de las instituciones gubernamentales y la transparencia de los gastos de precampañas y campañas.
Hoy en día la reforma electoral que necesitamos los ciudadanos del Estado de Puebla, no es propiamente para contar los votos, sino que delimiten los tiempos y espacios para hacer precampaña en los medios de comunicación, reducción de los gastos de precampañas y campañas, fiscalización de los recursos públicos y privados, acceso a los medios de comunicación en forma equitativa y fortalecer el acceso a la información pública, y sobre todo que vayan en contra de la dilapidación, la corrupción, impunidad y transparencia en el manejo del dinero en la política y en la competencia electoral.

Por lo mismo, es preciso destacar que hace algunos años nadie hablaba de las precampañas, porque estábamos en un régimen político diferente, donde la competencia electoral no era clara, era simplemente obscura; no obstante en la actualidad las llamadas “precampañas” son en realidad verdaderas campañas electorales, pues son actividades realizadas por los partidos políticos con el propósito de promover sus programas, principios, plataformas y candidatos a diferentes puestos de elección popular, siendo un proceso inequitativo y desigual entre los partidos políticos que aún no inician su campaña, ya que realizan un gasto muy por encima de lo aprobado por los órganos electorales, sin haber iniciado los comicios como lo establece la ley, con el contrasentido de que lo gastado no se cuenta como gasto de partido en la campaña electoral que posteriormente deberá realizarse. La falta de la regulación arremete el principio democrático de la equidad en la contienda electoral, debido a que muchos precandidatos aprovechan la ausencia de su reglamentación y se anticipan exageradamente en la carrera por la lucha de algún puesto de elección popular.
Esta situación que no esta regulada por ninguna norma en la Constitución General de la República,  ni en el COFIPE ni en nuestra Constitución, ni tampoco en nuestra Ley Electoral del Estado de Puebla; tal situación ha despertado preocupación en toda la sociedad, porque los precandidatos de los partidos políticos han hecho campaña previa a la selección de su partido para elegir al candidato que los representará en las próximas elecciones del año 2006, particularmente los candidatos del PRI y PAN, quienes se han excedido de los topes de gastos en los medios de comunicación con recursos que presumiblemente son privados y de dudosa procedencia, siendo este un factor que puede ser determinante para los resultados electorales entre los candidatos, haciendo a un lado las propuestas políticas y la competencia equitativa de los candidatos oficiales. 
Como podemos observar, que lo anterior conlleva a que se desvirtúe el espíritu del legislador permanente, quien señaló que el financiamiento público debe sustituir al financiamiento privado, porque genera desigualdad  entre los partidos políticos.
Por otro lado, existe la necesidad de fortalecer las facultades fiscalizadoras del Instituto Electoral del Estado de Puebla, para fiscalizar los recursos públicos y privados de los partidos políticos, por lo que es necesario reducir el financiamiento público que recibe cada partido en campañas electorales, ya que es evidente que el problema del dinero para cualquier campaña es real, y está demostrado que quién no tiene dinero para la lucha política nada más no tiene posibilidades de triunfo. Ahí esta el ejemplo en las pasadas elecciones en el Estado de México, donde el candidato del PRI se excedió en los gastos de campaña, derrochando cantidades millonarias en los medios de comunicación con recursos presumiblemente de procedencia ilícita, para ganar la elección a Gobernador, por lo que ahora es importante que se corrijan esas omisiones para no poner en peligro las instituciones democráticas y la credibilidad en las próximas elecciones del 2006, no solamente para nuestro Estado sino para todo el país. 

En efecto, para quienes de alguna forma estamos interesados en fortalecer a los partidos políticos y evitar que el financiamiento público y privado pudiera hacerse fuera de la Ley, es necesario corregir estas omisiones en el Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Puebla, a efecto de que los partidos políticos tengan la certeza de que los recursos públicos que se otorguen y los recursos privados que se obtengan, se utilicen en la competencia electoral, conforme a las disposiciones contenidas en dicho Código Electoral, y no se usen para un fin distinto.
Por ello, los ciudadanos del Estado de Puebla necesitamos una nueva y efectiva reforma electoral que ponga en el centro el fortalecimiento de los derechos políticos, la legalidad, la transparencia de los gastos que se erogan en las precampañas y campañas, la reducción del costo en la política, la protección del interés supremo de la nación, y sobre todo el control del dinero, con el fin de que no penetre en los procesos electorales el crimen organizado que tanto ha perjudicado a los mexicanos. 

Si los partidos políticos representados en este H. Congreso Local no somos capaces de elaborar un nuevo consenso que permita la realización de comicios con plena certeza, imparcialidad y objetividad, vamos a poner en riesgo la gobernabilidad del Estado. Es tiempo de dotar de garantías a los electores para que haya elecciones auténticamente libres y equitativas. No desaprovechemos esta oportunidad, no sólo para renovar nuestro marco jurídico electoral, sino para equilibrar el juego de las fuerzas contendientes y asegurar la plena efectividad del voto, a efecto de evitar los altos niveles de abstencionismo que han sido provocados por la pérdida de confianza en la política y por el despilfarro publicitario que están acompañando a las últimas elecciones que se han celebrado en los distintos Estados de la República Mexicana. Con estas reformas y adiciones que proponemos al pleno, de ningún modo significa que con las mismas se agote o se concluya una reforma definitiva en materia electoral, con ella sólo se asegura la legalidad, la transparencia, la equidad en los medios de comunicación,  la rendición de cuentas y la protección del interés supremo de la nación.

Para ello, se requiere llevar a cabo las siguientes reformas y adiciones de diversos artículos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla y del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Puebla:
En el artículo 3, fracción III de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, se señala que el Instituto fiscalizará el origen y uso de todos los recursos con que cuenten los partidos políticos, a través de la Comisión Revisora.

Por otro lado, en el artículo 11, del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Puebla, se propone un tercer párrafo, mediante el cual se prohíbe a los ciudadanos contratar espacios en los medios de comunicación masiva para promover a posibles precandidatos a Gobernador un año antes del día del inicio de las precampañas. 

En el artículo 36, se reforman la fracciones III y VI, y se adiciona la fracción VII, en dichas fracciones se propone un cambio radical que asegure la apertura completa de la información de los partidos a los militantes y simpatizantes, así como el cumplimiento de normas democráticas para la vida interna de los partidos políticos. Se obliga a un manejo transparente de los recursos  públicos por parte de los partidos políticos, la información sobre sueldos, gastos, viajes, costo de propaganda y en general la aplicación y control de todos los recursos, acceso público a la información de las auditorías, información de los beneficiarios de los programas que aplican los partidos, los procesos de adquisición y arrendamiento de bienes, así como un conjunto de exigencias democráticas en los procesos de elección de sus dirigentes, selección de sus candidatos y la protección de los derechos de sus militantes.

En el artículo 41, se propone que los partidos políticos estatales no podrán postular candidatos comunes con los partidos políticos nacionales y únicamente lo podrán hacer entre sí.
Se reforma el artículo 40, en el cual se propone elevar el porcentaje mínimo para conservar el registro como partido político estatal al 3%, con el fin de evitar un sistema de partidos de siete, ocho o nueve fuerzas políticas representadas, en el que cinco o seis partidos cuentan con uno o dos diputados en el Congreso Local, por el alto costo financiero que representa para el erario respecto al acceso al financiamiento público y a las prerrogativas políticas que la Código Electoral establece para los partidos políticos. 

En el artículo 42, se reforman las fracciones V y VI, en las cuales se agrega la palabra precandidatos y candidaturas comunes, en virtud de que todos los partidos políticos tienen el derecho de postular a sus precandidatos ante órganos electorales correspondientes y formar candidaturas comunes en los términos que señala este Código.

En el artículo 43, fracción V en concordancia con la fracción III del artículo 47, se propone se propone un cambio radical en donde se prohíbe a los partidos políticos contratar espacios en los medios de comunicación con financiamiento público y privado, tanto para promover precandidatos o candidatos, durante las campañas electorales de los candidatos, ya que dicha atribución debe ser exclusiva del Instituto Electoral del Estado de Puebla, precisamente por la desigualdad económica de los partidos políticos; pues es claro que no existen elecciones plenamente libres y equitativas por el uso los recursos públicos y privados en las campañas del PRI y del PAN, debido a que estos partidos siempre acaparan los espacios de mayor audiencia en los medios de comunicación de radio y televisión, ya que los medios tienen favoritismo sobre algunos partidos políticos o candidatos. De esta forma se rompe con la práctica de las contrataciones particulares de cada partido. Asimismo, se fortalece la restricción para que terceros no incidan en la vida política contratando propaganda en radio y televisión a favor o en contra de un partido político.

En el artículo 47, se reforma la fracción II, II y III, mediante las cuales se propone reducir el financiamiento público que recibe cada partido en campañas electorales. Tratándose de la elección para renovación del Congreso, la asignación del financiamiento a los partidos políticos se reduce a un 60% en campañas intermedias, considerando únicamente el número de diputados de mayoría.

Se adiciona el artículo 52, mediante la cual la Comisión Revisora es la autoridad encargada de auditar, fiscalizar y requerir a los partidos políticos los informes que presenten sobre el origen y uso de los recursos anuales, de precampaña y campaña, según corresponda. Dicha Comisión funcionará de manera permanente y estará integrada por un consejero ciudadano, el secretario general del consejo general, el director de  organización electoral y dos auditores designados por el Consejo General.

En el artículo 52 bis, se adiciona una letra “C”, para que los partidos políticos puedan rendir informes respecto a las precampañas, por lo que es necesario que todos y cada uno de los partidos políticos lleven a cabo una adecuada contabilidad de los recursos públicos y privados, a efecto de que presenten a la comisión Revisora (Órgano Fiscalizador del Instituto Electoral del Estado de Puebla), dentro de los 15 días siguientes contados a partir del día en que concluyan las precampañas, los gastos que el partido político y aspirantes o precandidatos hayan realizado en el ámbito territorial correspondiente por concepto de preparación, organización, desarrollo y conclusión de la precampaña; lo anterior, tiene como propósito obligar a los partidos políticos a hacer transparentes los recursos públicos y privados que reciben antes del proceso electoral, ya que últimamente para ganar se depende directamente de la publicidad en la televisión y radio, para ello se acude a financiamientos privados que comprometen la autonomía de los gobernantes.

Se adiciona el artículo 53 bis, en las cuales se propone fortalecer las atribuciones de la Comisión de Fiscalización para que pueda realizar sus funciones con plena solvencia sin ningún obstáculo ilegítimo. Para ello, se sugiere dotarla de atribuciones para requerir y obtener de diversas autoridades y particulares toda la información y documentación necesaria, con las salvedades que se establezcan en otros ordenamientos legales. De la misma manera, se establece la forma y plazos en que la autoridad o particular deben de proporcionar la información y documentación requerida; asimismo, los servidores públicos del Instituto Estatal Electoral deberán guardar reserva sobre la información que reciban y únicamente darán a conocer la determinación respectiva, la contravención a esta obligación será sancionada con la destitución del cargo, sin perjuicio de las sanciones a las cuales se puede hacer acreedor como servidor público.

Se adiciona el artículo 53 bis 1, el cual señala que con el fin de no perturbar las actividades de fiscalización, las autoridades y particulares están obligados a los requerimientos de la Comisión Revisora, por lo que no podrán invocar la confidencialidad o reserva de la documentación. En caso contrario serán acreedores a los medios de apremio y correcciones disciplinarias que señala el presente Código. Asimismo se establecen los plazos para que la Comisión Revisora revise los informes anuales, de precampaña y campaña que presenten los partidos políticos. 

En el artículo 54, se adicionan varias fracciones XVI, XVII, XVIII, XIX, XX y XXI  relativos a las obligaciones de los partidos, para lo cual el Consejo General controlará y vigilará el uso de todos los recursos con que cuenten, ya sea de origen privado o público, pues es evidente que todos los partidos políticos deben partir del principio de rendición de cuentas, 
procurando que haya condiciones de igualdad, equidad y transparencia en la competencia, sin pasar por alto que la consolidación de un régimen democrático, representativo y eficaz requiere de nuevas reformas electorales, aún y cuando éstas obliguen a una mayor austeridad de los partidos en las campañas. Como parte de la reforma electoral es inevitable moderar el dinero en la política, para evitar la utilización de dinero ilícito, que conlleve a la corrupción y a la incorporación de la delincuencia organizada en las elecciones; por otro lado, es imperativo obligar a los partidos políticos a hacer transparentes los recursos públicos y privados que reciben antes y después de cada proceso electoral, así como presentar cada año un inventario de los bienes muebles e inmuebles que adquirieron con el financiamiento público; cuando pierdan su registro los partidos políticos están obligados a entregar los bienes muebles e inmuebles que adquirieron con recursos públicos; asimismo, queda prohibido contratar espacios en los medios de comunicación masiva para promover a posibles candidatos; se establecen las bases para el financiamiento de sus campañas en los procesos internos de selección tanto de candidatos como de dirigentes. Una medida adicional consiste en fomentar la cultura del debate y la discusión de las ideas con el acceso a tiempos adicionales en los medios para ese propósito.
En el artículo 59, en concordancia con el artículo 60, se propone la prohibición de formar coalición a los partidos políticos que por primera vez hayan obtenido su registro o que después de haberlo perdido nuevamente lo obtengan. Esta decisión ayuda a reducir el financiamiento a los partidos políticos cuando éstos no cuenten con la necesaria representatividad electoral. Esta situación disminuye el alto costo financiero que significa para el erario respecto al acceso al financiamiento público y a las prerrogativas políticas que la Código electoral establece para los partidos políticos.

Se adiciona el artículo 65 bis, para establecer las candidaturas comunes; los partidos que postulen candidaturas comunes se considerarán como un solo partido político para efectos de topes de gastos de campaña y acceso a los medios de comunicación.

Se adiciona el artículo 65 bis 1, mediante el cual se propone que los partidos políticos independientemente de cualquier elección deberá acompañar: la documental que acredite que los partidos políticos entregaron en tiempo y forma su plataforma electoral a la autoridad electoral correspondiente; La plataforma electoral que sustentaran los candidatos comunes, la documental que acredite el consentimiento del o los candidatos para ser postulados por los diversos partidos políticos y la documental que señale la manifestación expresa del candidato postulado, respecto al partido político, de los que lo registraron, al que se acreditaran los derechos y obligaciones.

Se adiciona el artículo 70 BIS, el cual señala que todo partido político cuando pierda su registro hará la devolución de los bienes muebles e inmuebles, a fin de que formen parte del patrimonio del Estado, toda vez que ningún partido político puede disponer de los recursos que obtuvo con motivo de sus derechos y prerrogativas para beneficio propio o de interpósita persona, ya que últimamente los partidos con reciente registro han convertido a la política como un negocio familiar o de grupo, pues no debe perderse de vista que los partidos políticos son entidades de interés público que reciben financiamiento del Estado, y que en consecuencia, están obligados a rendir cuentas de sus actividades ante la ciudadanía.

En el artículo 89, se adicionan dos fracciones XLVII y LV, en las cuales se propone que en caso de que así lo soliciten los partidos políticos, el Instituto  Electoral participe en la organización de debates públicos entre los partidos políticos y candidatos en la radio y televisión. Asimismo, se propone que para evitar que los programas del gobierno del estado sean utilizados para comprar votos, se deben de prohibir 3 (tres) meses previos a las elecciones, salvo lo relativo a programas de protección civil derivados de una eventualidad o presencia de condiciones de riesgo a la población; pues es cierto que en los últimos días de la jornada electoral aparecen recursos públicos y programas sociales para ganar votos, así como la difusión de programas y acciones gubernamentales, incluyendo la realización de obras y entrega de productos de la canasta básica. Durante esos tres meses correspondería únicamente a los órganos electorales, a los partidos políticos y candidatos, la promoción de la participación ciudadana al voto. 

En el artículo 201, se introduce el concepto de  lo que se entenderá por precampañas y se establecen los requisitos formales a los que los precandidatos deberán sujetarse; se  propone los mecanismos que reglamentan la actividad anticipada de los aspirantes a un cargo de elección popular, así como los plazos en que se podrá realizar la misma, desde la expedición y términos de la convocatoria para la realización de ésta, los recursos que se utilizarán no podrán ser mayores al 20% al tope de gastos de campaña que haya aprobado el Consejo General, en la última reunión ordinaria para el tipo de elección de que se trate; todo aquel precandidato que aspire a una candidatura deberá comunicarlo al partido político para que lo registre ante los órganos electorales que correspondan, y en caso de que el aspirante sea servidor público deberá renunciar a su cargo para hacer precampaña; la obligatoriedad de los precandidatos a través de sus respectivos partidos de rendir un informe financiero en relación con el origen, uso y destino de los recursos erogados durante los procesos de precampaña ante la autoridad electoral; por otro lado, 
se prevé que el Consejo General fije los criterios para determinar los límites a las aportaciones de simpatizantes, personas físicas y morales que puede recibir un partido político en sus precampañas, pero estos no podrán rebasar los topes que haya acordado el propio Consejo; se establece una serie de prohibiciones durante las precampañas a los aspirantes a candidato o candidata como son no utilizar los emblemas o lemas de algún partido político o coalición en su propaganda de precampaña, sin la autorización del partido político o coalición y también utilizar los recursos públicos en beneficio de su imagen con fines proselitistas; si los aspirantes o ganadores de una candidatura rebasan los topes de gastos de la precampaña serán sancionados por los partidos políticos en los términos de sus propios Estatutos y con la pérdida del derecho a registrarse como candidato de algún partido político, así como los partidos podrán hacerse acreedores de sanciones por esta causa por parte del Instituto Estatal Electoral. Dichas sanciones podrán ser recurridas ante el Tribunal Electoral del Estado de Puebla; asimismo, como parte de la competencia electoral queda claramente estipulado el tiempo de duración y terminación de las precampañas en un rango que oscila entre 30 días a 60 días antes que inicie el proceso electoral, dependiendo de la elección de que se trate, tal es el caso que para la elección a Gobernador el tiempo de duración de la precampaña será de 60 días y para Diputados y ayuntamientos será de 30 días, por lo que ningún candidato podrá llevar a cabo actividades tendientes a la obtención de ninguna candidatura fuera de los tiempos establecidos. 

En el artículo 378 se adicionan dos fracciones VI y VII, que señalan como causal de nulidad de la elección de Diputados de mayoría relativa, de ayuntamientos y de Gobernador, la recepción de aportaciones o donativos prohibidos por la ley y la realización en forma generalizada de actos de pago, presión o coacción del voto durante el proceso electoral.    

Al artículo 392 se le adicionan tres incisos a), b) y c), a efecto de que se incluyan como sanciones a los partidos políticos la suspensión temporal de actividades de precampaña y campaña y la pérdida de registro de candidaturas, cuando éstos incumplan los acuerdos y resoluciones de las autoridades electorales. Asimismo, se precisa que el Consejo General conocerá de las infracciones y violaciones que cometan los particulares, procediendo a su sanción, las que podrán ser: apercibimiento público, amonestación o multa de trescientos a tres mil días de salario mínimo. Tratándose de infracciones relativas al régimen de financiamiento de los partidos políticos se les podrá sancionar con multa de hasta el doble del monto aportado indebidamente; si se reincide en la falta, el monto de la multa podrá ser aumentado hasta en dos tantos más. Por otro lado, los candidatos cuando cometan sanciones al presente Código, serán sancionados con apercibimiento, amonestación, suspensión temporal en actividades de campaña o pérdida del registro y multa de dos mil a cinco mil días de salario mínimo vigente.

Por las consideraciones anteriores, propongo ante esta soberanía el siguiente:

D E C R E T O

SE REFORMA la fracción III del artículo 3 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; la fracción III, inciso a) y c)  y la fracción VI del artículo 36; el artículo 40; el artículo 41; las fracciones V y VI del artículo 42; la fracción IV del artículo 43; la fracción I y el párrafo primero de la fracción II del artículo 47; el artículo 52; párrafo segundo del artículo 60; la fracción  XLVII del artículo 89 y párrafo primero del artículo 201; y ADICIONA el párrafo primero de la fracción III del artículo 3 de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Puebla; el párrafo tercero del artículo 11; la fracción VII, numerales 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13 y 14 del artículo 36; párrafo segundo de la fracción III del artículo 47; las fracciones I, II, III del artículo 52; la letra C y las fracciones I, II, III, IV, V y VI del artículo 52 bis; el artículo 53 bis; el artículo 53 bis 1; las fracciones XVI, XVII, XVIII, XIX, XX, XXI y XXII del artículo 54; párrafo segundo del artículo 59;  el artículo 65 bis; el artículo 65 bis 1; el artículo 70 bis; la fracción LV del artículo 89; las fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, IX, X, XI, XII, XIII y XIV del artículo 201; las fracciones VI y VII del artículo 368 y los incisos a), b) y c) del artículo 392 del Código de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Puebla, para quedar como sigue:

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA
Artículo3. ...

I. a II...

III. El Instituto deberá vigilar en el ámbito electoral el cumplimiento de las disposiciones de esta Constitución y sus correspondientes reglamentarias, que garanticen el derecho de organización y participación política de los ciudadanos; contribuir al desarrollo de la vida democrática; garantizar la celebración periódica y pacífica de las elecciones para renovar a los integrantes de los poderes Legislativo, Ejecutivo y de miembros de los Ayuntamientos del Estado; asegurar el ejercicio de los derechos político-electorales de los ciudadanos y de los partidos políticos, vigilando el cumplimiento de sus obligaciones; vigilar la autenticidad y efectividad del voto; preservar el fortalecimiento del régimen de partidos políticos y coadyuvar en la promoción y difusión de la cultura política y la educación cívica; fiscalizar el origen y uso de todos los recursos con que cuenten los partidos políticos, en los términos de la Ley de la materia. 
Comisión Revisora será el órgano que fiscalizará, auditará y requerirá a los partidos políticos los informes sobre el origen y uso de todos sus recursos anuales, de precampaña y campaña, según corresponda.
CÓDIGO DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES DEL ESTADO DE PUEBLA
Artículo 11.- El voto constituye un derecho y una obligación del ciudadano. Es el instrumento único de expresión de la voluntad popular para integrar el Poder Legislativo, y elegir al Titular del Poder Ejecutivo, así como a los miembros de los Ayuntamientos y participar en los procesos de plebiscito y referéndum.

...

Queda prohibido contratar espacios en los medios de comunicación masiva para promover a posibles precandidatos a Gobernador un año antes del día del inicio de las precampañas.
Artículo 36.- Los estatutos establecerán:

I. a III...

a) Una asamblea estatal o equivalente que será el órgano superior de decisión del partido;

b) ...

c) ...

Cada órgano del partido a que se refiere los incisos anteriores deberá establecer las formalidades para convocarlos, asegurando la comunicación oportuna, así como la periodicidad con que se reunirán ordinariamente y el quórum necesario para que sesione válidamente; 

IV a V...

VI.- Las sanciones, medios de defensa y los organismos encargados de la substanciación y resolución de los procesos instaurados a los miembros que incumplan sus disposiciones internas. Las sanciones serán proporcionales a la infracción cometida y deberán estar motivadas y fundamentadas e impuestas por los órganos competentes. Asimismo, estarán especificados los correspondientes medios y procedimientos de defensa; y

VII. La obligación de atender solicitudes y facilitar el acceso amplio, directo y oportuno de cualquier ciudadano a la información en poder de los partidos políticos. Sin que medie petición de parte, los partidos tendrán la obligación de poner a disposición del público, difundir y actualizar, la siguiente información: 

1. Estatutos, declaración de principios y documentos constitutivos que le dan sustento legal al ejercicio de sus funciones públicas; 

2. Estructura orgánica, nombramientos y funciones que realizan sus comités;

3. Directorio de los dirigentes, miembros o personal administrativo que perciba un ingreso, el tabulador y remuneraciones mensuales por puesto;
4. Información contenida en los documentos que se produzcan en los procesos para suscribir contratos de todo tipo de actos privados relacionados con la adquisición, arrendamiento, concesiones y prestación de bienes y servicios, en los que se utilicen recursos públicos; 

5. Inventario de los bienes muebles e inmuebles que se adquieran o se hayan adquirido con recursos del financiamiento público; 

6. Información contendida en los documentos y expedientes relativos a todo tipo de auditorías concluidas y realizadas para evaluar el ejercicio presupuestal que les realice el Instituto Electoral del Estado de Puebla;

7. Información contenida en las minutas, acuerdos y actas de las reuniones que se lleven a cabo para determinar cualquier aplicación del financiamiento público que reciban del Instituto Electoral del Estado de Puebla; 

8. Información presupuestal detallada que contenga por lo menos los datos acerca de los destinatarios, usos, montos, criterios de asignación, mecanismos de evaluación e informes sobre la aplicación del financiamiento público que reciban del Estado;
9. Información de los beneficiarios de los programas aplicados con motivo de su función partidaria cuando se trate de recursos del financiamiento público;

10. Los informes que entreguen a la autoridad electoral estatal, mismos que detallarán el monto de las asignaciones públicas recibidas, criterios de asignación, formas y tiempos de ejecución, responsables de la recepción y ejecución; así como de las participaciones, donaciones y financiamiento privado que hayan recibido, en los mismos términos señalados para las asignaciones públicas. Las auditorías y verificaciones de que sean objeto los partidos y agrupaciones políticas, deberán difundirse una vez que hayan concluido los procedimientos de fiscalización;
11. Los informes de precampaña de los aspirantes a candidato que presenten los partidos al Instituto, así como los informes de campaña de los candidatos a elección popular;

12. Los contratos, convenios y condiciones generales de trabajo que regulen las relaciones laborales del personal que les presten servicios remunerados; 

13. Información relacionada con el desahogo de los procedimientos internos de afiliación, integración y renovación de órganos directivos, y postulación de candidatos; y 

14. Cualquier otra información que sea de utilidad o se considere relevante, además de la que con base a la información estadística, responda a las preguntas hechas con mayor frecuencia por el público.

Artículo 40.- El partido político estatal que no obtenga, cuando menos, el tres por ciento de la Votación Total en las elecciones en que participe, en el proceso electoral ordinario correspondiente, perderá su registro y las prerrogativas que le hubieren correspondido, no pudiendo solicitar un nuevo registro en la siguiente elección.

Artículo 41.- Los partidos políticos estatales no podrán fusionarse con los partidos políticos nacionales y únicamente lo podrán hacer entre sí. Tampoco podrán coaligarse entre sí o con los partidos políticos nacionales, así como no podrán postular candidatos comunes con los partidos políticos nacionales y únicamente lo podrán hacer entre sí.
Artículo 42.- Son derechos de los partidos políticos que participen en los procesos electorales del Estado, los siguientes:

I. a IV...

V.-Postular precandidatos y candidatos en las elecciones de Diputados por ambos principios, Gobernador y miembros de los Ayuntamientos, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en este Código;

VI. Constituir coaliciones, candidaturas comunes y fusiones en los términos de este Código; 

Artículo 43.- Son prerrogativas de los partidos políticos:

I. a III. 

IV. Accesar en forma equitativa a los medios de comunicación social, propiedad del Gobierno del Estado, en términos de la legislación aplicable; 

Artículo 47.- Los partidos políticos tendrán derecho al financiamiento público, de conformidad a las disposiciones siguientes:

I.-El monto del financiamiento público para el sostenimiento de las actividades ordinarias de los partidos políticos será la cantidad que resulte de multiplicar el treinta y cinco por ciento del salario mínimo vigente en el Estado, por el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral de la Entidad, con corte al treinta y uno de enero del año de la elección para elegir Gobernador, diputados al Congreso del Estado y Ayuntamientos. Dicha cantidad se distribuirá y entregará trianualmente de la manera siguiente:
....

II. Para las actividades tendientes a la obtención del voto, cada partido político recibirá financiamiento público conforme a lo siguiente:

En el año de la elección en que se renueve a los diputados al Congreso del Estado, a cada partido político se le otorgará para gastos de campaña un monto equivalente al 60% del financiamiento público que para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes le corresponda en ese año, otorgándose en forma adicional al resto de las prerrogativas;

III. A fin de propiciar el acceso equitativo a los medios de comunicación social, se otorgará una cantidad adicional, que será el resultado de calcular un quince por ciento del monto del financiamiento público a que se refiere la fracción I de este artículo. Dicha cantidad se distribuirá trianualmente y en forma igualitaria entre los partidos políticos nacionales y estatales. 

Los tiempos oficiales serán distribuidos bajo el criterio de otorgar, en forma igualitaria el 35%; y el 65% restante en forma proporcional a la fuerza electoral de cada partido, obtenida en la elección ordinaria para diputados de mayoría relativa inmediata anterior. La contratación de tiempos en radio y televisión para difundir mensajes orientados a la obtención del voto durante las precampañas y campañas electorales es atribución exclusiva del Instituto Federal Electoral del Estado de Puebla, únicamente los partidos políticos podrán determinar con toda libertad la forma del uso de los tiempos utilizados en su favor, dentro de las reglas de contratación establecidas y conforme al método que apruebe el Consejo General del Instituto Electoral; y

Artículo 52.- El Consejo General acordará el nombramiento de una Comisión Revisora de la aplicación de los regímenes de financiamiento de los partidos políticos previstos por este Código, con facultades para auditar, fiscalizar y requerir a los propios partidos políticos los informes justificatorios que presenten sobre el origen y uso de todos sus recursos anuales, de precampaña y campaña, según corresponda, con el sustento documental correspondiente, así como las aclaraciones, documentos e información que considere, para la legal administración de los recursos; además hará del conocimiento del Consejo General de los casos en que los partidos políticos hayan excedido los topes a los gastos de campaña que se  establezcan para cada elección. Esta comisión funcionara de manera permanente conforme al reglamento que establezca el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Puebla, así como a lo siguiente:
I.- La Comisión Revisora estará integrada por: 

a) Un consejero ciudadano del Instituto Electoral del Estado de Puebla, quien la presidirá; 

b) El secretario general del consejo general;
c) El director de organización electoral; y 

d) Dos auditores designados por el Consejo General, de entre las propuestas que presenten las asociaciones de profesionistas y grupos organizados de la sociedad civil. Para estos efectos el propio Consejo General expedirá una convocatoria publica. 

II.- Los auditores serán designados por el Consejo General con el voto de cuando menos cuatro de sus integrantes, exclusivamente por un periodo de cuatro años y deberán cumplir, además de los requisitos establecidos en el artículo 81 fracciones I, II, III, IV, V, VI, VII, VIII, VIII y IX de este ordenamiento; y 

III.- Para la fiscalización de los recursos de los partidos políticos, así como para la revisión y dictamen a que se refiere el artículo anterior, la Comisión Revisora contará con el apoyo y soporte del personal que asigne el secretario general para tal efecto. 

Artículo 52 bis.- Los partidos políticos deberán rendir ante la comisión correspondiente del Instituto, los informes sobre el origen y monto de los ingresos que reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como su empleo y aplicación, atendiendo a las siguientes reglas:

A a B...

C. Informes de precampaña:

 I.- Deberán presentarse por los partidos políticos, por cada una de las precampañas en las elecciones respectivas, especificando los gastos que el partido político y los aspirantes o precandidatos hayan realizado en el ámbito territorial correspondiente por concepto de preparación, organización, desarrollo y conclusión de la precampaña; 

II.- Serán presentados a más tardar dentro de los quince días siguientes contados a partir del día en que concluyan las precampañas;

III.- En cada informe será reportado el origen de los recursos que se hayan utilizado para financiar los gastos correspondientes a los rubros señalados en los artículos 237 y 238 de este Código, así como el monto y destino de dichas erogaciones;

IV.- Para efectos de verificación del cumplimiento de los límites previstos en el artículo 48 fracción II, incisos a) y c) del presente Código, la Comisión Revisora registrará las aportaciones o donativos de simpatizantes formuladas a precampañas electorales en el informe respectivo que el partido político presente por el año en que tuvo lugar la elección local; 

V.- Los gastos que realizaron los aspirantes y el candidato ganador en precampaña, así como sus respectivos simpatizantes deberán ser informados al partido político y registrados contablemente conforme a los lineamientos que haya aprobado el Instituto Electoral del Estado de Puebla; y
VI. Los gastos de precampaña correrán a cargo del aspirante a la candidatura. En los términos y proporciones que este Código establezca. 

Artículo 53 bis. La Comisión Revisora tendrá a su cargo, entre otras atribuciones, las siguientes:  

I.- Proponer al Consejo General los lineamientos con base en los principios de contabilidad generalmente aceptados y normas y procedimientos de auditoria para: 

a) La presentación de los informes justificados del origen y uso de todos los recursos con que cuenten los partidos políticos; y 

b) El registro que los partidos políticos lleven de sus ingresos y egresos y, de la documentación comprobatoria sobre el manejo de sus recursos. 

II.- Vigilar que los recursos que sobre financiamiento ejerzan los partidos políticos, se apliquen estricta e invariablemente para las actividades señaladas en la ley; 

III.- Solicitar a los partidos políticos, cuando se emitan observaciones sobre los informes justificados, las ampliaciones correspondientes; 

IV.- Revisar los informes que los partidos políticos presenten sobre el origen y destino de sus recursos anuales, de precampaña y campaña, según corresponda; 

V.- Proponer y practicar visitas de verificación a los partidos políticos con el fin de corroborar el cumplimiento de sus obligaciones y la veracidad de sus informes, previo acuerdo del Consejo General del Instituto Electoral de Puebla; 

VI.- Proponer cuando exista causa justificada, en los términos de los acuerdos del Consejo General, la practica de auditorías directamente o a través de terceros, a las finanzas de los partidos políticos.

Se considera causa justificada: 

a) No presentar los informes a que se refiere el artículo 52 bis de este Código; 

b) Cuando así se desprenda del dictamen a que se refiere el artículo 53 bis 1 de este código; 

c) Cuando se reciba denuncia que a juicio de la Comisión Revisora resulte fundada por la probable comisión de un ilícito; y 

d) Cuando de la visita de verificación se desprenda el probable incumplimiento de sus obligaciones o falta de veracidad de los informes. 

VII.- Presentar al Consejo General los dictámenes que formulen respecto de las auditorias y verificaciones practicadas; 

VIII.- Informar al Consejo General de las irregularidades en que hubiesen incurrido los partidos políticos derivadas del manejo de sus recursos y el incumplimiento a esta obligación; 

IX. En todo momento podrá solicitar a cualquier autoridad o particular la información y documentación fiscal, financiera y fiduciaria  o cualquier otra materia, siempre y cuando se relacione con motivo del proceso de fiscalización practicado a algún partido político; así como realizar todas las actividades necesarias para el adecuado cumplimiento de sus atribuciones de control, vigilancia, fiscalización y aplicación de sanciones con relación al uso y manejo de los recursos que manejen los partidos políticos. Las solicitudes deberán hacerse por escrito y en ellas se establecerán los plazos en las que deberá hacer entrega de la información y documentación requerida, que en ningún caso será mayor de 20 días hábiles; 

X. En ejercicio de la facultad de fiscalización, los servidores públicos del Instituto Estatal Electoral deberán guardar reserva sobre la información que reciban y únicamente darán a conocer la determinación respectiva. La contravención de esta obligación será sancionada con la destitución del cargo, sin perjuicio de la sanción penal que le pudiera corresponder; y

XI.- Las demás que le confiera este Código. 

Artículo 53 bis 1. El procedimiento para la presentación y revisión de los informes de los partidos políticos se sujetara a las siguientes reglas: 

I.- La presentación de los informes que rindan los partidos políticos estarán sujetos a lo establecido en el artículo 52 de este ordenamiento; 

II.- La Comisión Revisora contará con sesenta días naturales para revisar los informes anuales, sesenta días naturales para revisar los informes de campaña y treinta días naturales para revisar los informes de precampaña presentados por los partidos políticos. Tendrá en todo momento la facultad de solicitar a los órganos internos responsables del financiamiento de cada partido político, la documentación necesaria para comprobar la veracidad de lo reportado en los informes, así como a los particulares que están sujetos a los requerimientos de la Comisión Revisora.  Las autoridades nunca podrán invocar la confidencialidad o reserva de la documentación. Las autoridades y particulares que no atiendan los requerimientos estarán sujetos a los medios de apremio y correcciones disciplinarias que señala el presente código, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales que puedan generarse;
III.- Si durante la revisión de los informes la Comisión Revisora advierte la existencia de errores u omisiones técnicas, notificará al partido político que hubiere incurrido en ellos, para que en un plazo de diez días naturales contados a partir del día siguiente de dicha notificación, presente las aclaraciones o rectificaciones que estime pertinentes; 

IV.- Al vencimiento de los plazos señalados en la fracción II de este artículo, en su caso, al concedido para la rectificación de errores u omisiones, la Comisión Revisora dispondrá de un plazo de veinte días naturales para elaborar un dictamen consolidado que deberá presentar al Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Puebla dentro de los tres días naturales siguientes a su conclusión; 

V.- El dictamen deberá contener por lo menos: 

a) El resultado y las conclusiones de la revisión de los informes que hayan presentado los partidos políticos; 

b) En su caso, la mención de los errores o irregularidades encontradas en los mismos; y 

c) El señalamiento de las aclaraciones o rectificaciones que presentaron los partidos políticos, después de haberles notificado con ese fin. 

VI.- El Consejo General formulará y resolverá sobre los informes justificados que rindan los partidos políticos, con base en el dictamen técnico presentado por la Comisión Revisora y, en su caso, comunicará al Tribunal Estatal Electoral dicha resolución, para efectos de la imposición de la sanción en los términos del Titulo Cuarto de este Código; 

VII.-Los partidos políticos podrán impugnar ante el Tribunal Electoral del Estado, la resolución que emita el Consejo General, en la forma y términos previstos en este Código; y 

VIII.- El Consejo General deberá: 

a) Remitir al Tribunal Electoral del Estado, cuando se hubiere interpuesto el recurso, el dictamen de la Comisión Revisora y el informe justificado respectivo; y 

b) Una vez cumplido el plazo para la interposición del recurso, o presentado este, habiendo causado ejecutoria, ordenar la publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado, el informe justificado que rinda cada partido político y la resolución definitiva. 

Artículo 54.- Los partidos políticos tienen las obligaciones siguientes:

I. a XV...

XVI. Presentar cada año ante el Consejo General, un inventario de los bienes muebles e inmuebles que adquirieron con el financiamiento público otorgado por el Instituto, para los efectos de fiscalización y control que éste realice;

XVII. Entregar al Consejo General los bienes muebles e inmuebles que adquirieron con el financiamiento público, cuando hayan perdido su registro, lo que deberá hacerse en un plazo no mayor a 30 días naturales, contados a partir de que hayan entregado el inventario final de todos los bienes con que cuenten; 

XVIII. Promover la transparencia hacia el interior de la organización y facilitar el acceso a la información pública que obre en su poder, en los términos de sus respectivos estatutos; 

XIX. Establecer las bases para el financiamiento de sus campañas internas para la selección de sus candidatos y dirigentes, o en su caso, financiar éstas; 

XX. Registrar a sus precandidatos y candidatos, ante los organismos electorales que proceda, dentro de los periodos establecidos por este Código; 

XXI. Participar por medio de sus candidatos registrados en los debates a que convoque el Instituto Electoral del Estado de Puebla; 

XXII. Abstenerse de utilizar medios directos o indirectos tendientes a la compra o coacción del voto popular o en favor o en contra de algún partido político, precandidato, candidato, militante o simpatizante de un partido por parte de terceros, ya que es atribución exclusiva del Instituto Electoral del Estado de Puebla; y
XXIII. Las demás que establezca esta ley.  

Artículo 59.- Los partidos políticos podrán formar coaliciones con el propósito de postular candidatos en las elecciones de Diputados, Gobernador y miembros de los Ayuntamientos, con excepción de lo dispuesto por el artículo 41 de este Código. 

En ningún caso podrá formar coaliciones aquél partido político que haya obtenido por primera ocasión su registro, así como aquél que lo haya obtenido nuevamente después de haberlo perdido con anterioridad.

...

Artículo 60.- Los partidos políticos que se coaliguen para postular candidatos a Diputados, Gobernador y miembros de los Ayuntamientos actuarán, en todo caso, como un solo partido político.

Los partidos políticos coaligados recibirán el financiamiento público como si se tratare de un solo partido político, recibiendo, en este caso, la cantidad que le corresponda al partido político que haya obtenido mayor votación en la última elección local de Diputados por el principio de mayoría relativa. La coalición se considerara como un solo partido político para efectos de topes de gastos de campaña y de acceso a los medios de comunicación en términos de este Código. El porcentaje de financiamiento se fijara con base en lo que corresponda a cada partido coaligado. 

Artículo 65 Bis. Dos o más partidos políticos podrán postular al mismo candidato o formulas de candidatos, sin mediar coalición; pero siempre con el consentimiento expreso del o los candidatos. En este caso, los votos contaran por separado a favor de cada uno de los partidos políticos que los hayan obtenido y se sumaran en beneficio del candidato o formula de candidatos.  

Los partidos políticos que postulen candidato o formula de candidatos comunes deberán concurrir simultáneamente a solicitar el registro. Una vez registrada una candidatura o formula común no podrá recibir adhesiones de ningún otro partido político. 

Los partidos no podrán registrar candidatos propios donde hubieren postulado comunes y los candidatos comunes no podrán ser registrados como propios de un partido político. 

Los partidos políticos que postulen candidaturas comunes se consideraran como un solo partido para efectos de topes de gastos de campaña y de acceso a los medios de comunicación electrónica, en la elección de que se trate. 

Artículo 65 bis 1. Además de los párrafos anteriores, los partidos políticos que postulen candidaturas comunes para la elección de ayuntamientos se sujetaran para el registro de sus planillas a las siguientes bases: 

a) Registraran candidatos en común para las formulas de mayoría relativa de presidente municipal y de sindico o síndicos según corresponda; y 

b) Cada partido político registrara su lista propia de regidores que serán elegidos por el principio de representación proporcional. 

El registro de candidaturas comunes, independientemente del tipo de elección de que se trate, se deberá acompañar, además de lo establecido en el artículo 208 de este Código, lo siguiente: 

I.- La documental que acredite que los partidos políticos entregaron en tiempo y forma su plataforma electoral a la autoridad electoral correspondiente; 

II.- La plataforma electoral que sustentaran los candidatos comunes, para el tipo de elección de que se trate; 

III.- La documental que acredite el consentimiento del o los candidatos para ser postulados por los diversos partidos políticos en candidatura común; y 

IV.- La documental que señale la manifestación expresa del candidato postulado, respecto al partido político, de los que lo registraron, al que se acreditaran los derechos y obligaciones. 

Artículo 70 Bis. Cuando los partidos políticos hayan perdido su registro, los bienes muebles e inmuebles que hayan sido adquiridos a través del financiamiento público, pasarán a ser parte del patrimonio del Estado de Puebla. La resolución del Consejo General a la que hace referencia el artículo 70, establecerá la obligación para los partidos políticos que hayan perdido su registro a presentar en un plazo de 10 días hábiles, el inventario final de todos los bienes con que cuenten y dentro de los 30 días naturales siguientes, contados a partir de que hayan presentado el inventario final, entregarán al Consejo General los bienes muebles e inmuebles que adquirieron con el financiamiento público.

Sin perjuicio de lo anterior, los partidos que hayan perdido su registro seguirán sujetos a la fiscalización que realice la autoridad electoral respecto de los recursos utilizados en el último proceso electoral en el que hayan participado. Asimismo, la pérdida del registro no exime a dichos partidos de las responsabilidades en que hayan incurrido con motivo del ejercicio de sus derechos y prerrogativas, ni a sus dirigentes. 

Artículo 89.- El Consejo General tendrá las atribuciones siguientes:

I. a XLVI…

XLVII.- Convocar a debates públicos a los partidos políticos y candidatos en la radio y televisión. Los tiempos de los debates no quedan comprendidos en los topes del financiamiento de los partidos y candidatos, ni en los tiempos que les corresponda a cada partido;
XLVIII a LIV...

LV.- Verificar que las autoridades estatales y municipales suspendan la difusión de obras y programas públicos tres meses antes del día de la elección, salvo lo relativo a programas de protección civil derivados de una eventualidad o presencia de condiciones de riesgo a la población. y 

LVII.- Las demás que le confiera este código. 

Artículo 201.- Corresponde exclusivamente a los partidos políticos y a las coaliciones, en su caso, el derecho de solicitar el registro de candidatos a cargos de elección popular. A fin de promover la equidad entre géneros en la vida política del Estado, en ningún caso podrán postular a cargos de elección popular, un porcentaje mayor al setenta y cinco por ciento de candidatos propietarios de un mismo género, para integrar el Congreso del Estado y los Ayuntamientos de la Entidad. Los ciudadanos que aspiren a ser registrados como candidatos de un partido político podrán realizar procesos de precampaña electoral, en los términos y bases siguientes: 

I.- Se entenderá por precampaña todo acto de proselitismo realizado por ciudadanos y ciudadanas con el propósito de ser candidato o candidata a un puesto de elección popular, así como por aquellas personas que, con base en los procedimientos determinados por los propios partidos, hayan obtenido dichas candidaturas. 

Se entiende todo acto de proselitismo las reuniones públicas, asambleas, marchas, propaganda y publicidad y en general cualquier actividad pública donde se manifiesta la voluntad de aspirar a ocupar un cargo de elección popular. 

Todo acto de proselitismo que realicen los partidos políticos para elegir a sus candidatos o candidatas, se regirá en todo momento por las disposiciones que sobre el particular establece el presente Código para las campañas electorales.

II.- Se considera precandidato todo aquel que aspire a una candidatura de elección popular, lo cual deberá comunicarlo al correspondiente partido político para que éste lo registre ante los organismos electorales correspondientes, en los términos que decida el partido; en caso de ser funcionario público deberá renunciar a su cargo para hacer precampaña; 

III.- Las precampañas iniciarán, en el caso de gobernador 60 días, y para diputados y ayuntamientos 30 días antes del día de la apertura de registro de candidatos de la elección que realicen los partidos políticos para elegir a candidato, debiendo culminar en todos los casos 5 días antes del registro  de candidaturas para la elección respectiva. Las precampañas no podrán exceder del tiempo que dure la campaña política de que se trate;

IV.- La convocatoria para la realización de precampañas electorales deberá emitirse a más tardar en la segunda quincena del mes de noviembre del año previo a la elección, respetando los criterios para la postulación democrática de sus candidatos previstos en sus respectivos estatutos;
V.- A más tardar el último día de noviembre del año previo al de la elección, el Consejo General establecerá lineamientos específicos para la fiscalización de los recursos que se manejen en las precampañas electorales y establecerá topes de gastos de precampaña por aspirante; el monto de esos topes no podrá ser superior al 20% por ciento del tope de gastos de campaña que haya aprobado dicho órgano en la última elección ordinaria para el tipo de elección de que se trate;
VI.- Los gastos que realicen en precampaña tanto los aspirantes a una candidatura como los ganadores de la misma, así como sus respectivos simpatizantes, deberán ser informados al partido político y registrados contablemente conforme a los lineamientos que al efecto haya aprobado Consejo General. Dichos gastos no podrán rebasar los topes que para las correspondientes precampañas haya acordado el Consejo General. Para los efectos de este artículo quedarán comprendidos dentro de los topes de gastos de precampaña, los que están comprendidos en el artículo 238 del presente Código;

VII.- Los gastos de precampaña correrán a cargo del aspirante a la candidatura y/o del partido político, en los términos y proporciones que el propio partido defina. Los simpatizantes de quienes aspiren en precampaña a una candidatura, siempre que sean personas físicas o morales mexicanas con residencia en el país y que no estén comprendidas en las fracciones I, II, III, IV, V, VI y VII del artículo 49 del presente Código, podrán realizar aportaciones o donativos, en dinero o en especie; esta situación deberá ser informada al partido político de que se trate;

VIII.- Las aportaciones en dinero realizadas por simpatizantes, personas físicas y morales, a las precampañas serán consideradas como parte de los límites que por aportaciones de simpatizantes puede recibir un partido político durante un año electoral en los términos del artículo 48, fracción II incisos a) y c), del presente Código. Tales aportaciones podrán realizarse en parcialidades y en cualquier tiempo, pero el monto total aportado durante la precampaña por una persona física o moral no podrá rebasar, según corresponda, los límites establecidos en el inciso c) fracción II del artículo 48, ya mencionado;

IX.- La presentación de los informes de precampaña ante el Instituto Electoral del Estado de Puebla, se hará en los términos del artículo 52 bis, letra C;

X.- Durante las precampañas queda prohibido a los aspirantes a candidato o candidata lo siguiente: 

a) Utilizar los emblemas o lemas de algún partido político o coalición en su propaganda de precampaña, sin la autorización del partido político o coalición correspondiente; y
b) Rebasar los topes de campaña;

XI. Cuando los aspirantes o el ganador de una candidatura rebasen los topes de gastos de precampaña serán sancionados por los partidos políticos en los términos de sus propios estatutos y con la perdida del derecho a registrarse como candidato o candidata de algún partido político. Asimismo, los partidos políticos también podrán hacerse acreedores de sanciones por parte del Instituto Electoral del Estado de Puebla, de conformidad con el artículo 392 del presente Código. Dichas sanciones podrán ser recurridas ante el Tribunal Electoral del Estado de Puebla;

XII.- Los informes de precampaña de los aspirantes a candidato o candidata que presenten los partidos al Instituto Electoral del Estado de Puebla se harán públicos, antes de que se emita los dictámenes de fiscalización respectivos. Durante el desarrollo de las precampañas y del proceso electoral local, los partidos estarán obligados a divulgar e informar periódicamente sobre el origen de los ingresos y el monto de los gastos que realicen sus precandidatos y candidatos, conforme a los lineamientos que al efecto apruebe el Consejo General;

XIII.- Queda prohibido a los aspirantes y partidos políticos contratar espacios en los medios de comunicación de radio y televisión para promover a los posibles candidatos a gobernador, diputados y ayuntamientos, un año antes del día del inicio de las precampañas; y 

XIV. Las demás que le confiera este Código.

Artículo 378.- Son causas de nulidad de una elección de Gobernador, Diputado de mayoría relativa y Ayuntamiento, las siguientes:

I. a V...

VI. Cuando se hubiesen recibido aportaciones o donativos prohibidos por la ley por la fórmula de candidatos que hubieren obtenido constancia de mayoría, y siempre que esos hechos sean determinantes para el resultado de la votación; o

VII. Cuando se hubiesen cometido en forma generalizada actos para la obtención de votos mediante pago, presión o coacción del voto durante el proceso electoral en el distrito de que se trate.

La procedencia de la nulidad a que se refiere este artículo será sin perjuicio de las demás responsabilidades en que incurran los candidatos y el partido político correspondiente. 

ARTÍCULO 392.- El Consejo General conocerá y resolverá, en su caso, de las infracciones o

violaciones que a las disposiciones de este Código o acuerdos de los órganos electorales cometan:

a) Los partidos políticos, los que podrán ser sancionados con multa de dos mil a cinco mil veces el salario mínimo general vigente en el Estado, suspensión temporal en actividades de precampaña y campaña o con la pérdida del registro de candidaturas;

b) Los particulares, los que podrán ser sancionados con apercibimiento público, amonestación o multa de trescientos a tres mil días de salario mínimo general vigente en el Estado. Tratándose de infracciones relativas al régimen de financiamiento de los partidos políticos se les podrá sancionar con multa de hasta el doble del monto aportado indebidamente. Si se reincide en la falta, el monto de la multa podrá ser aumentado hasta en dos tantos más; y

c) Los candidatos, los que podrán ser sancionados con apercibimiento, amonestación, suspensión temporal en actividades de campaña, pérdida del registro y multa de dos mil a cinco mil días de salario mínimo general vigente en el Estado.
T R A N S I T O R I O S

ÚNICO.- Las reformas del presente decreto entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Puebla.

A T E N T A M E N T E
PUEBLA, PUEBLA A 27 DE JULIO DE 2005
